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Se habla mucho de la importancia de que la rama 

legislativa, la judicial, los medios y los organismos 

de control ejerzan a cabalidad sus funciones para 

frenar la natural tendencia a excederse de la que 

suelen hacer gala los líderes de la rama ejecutiva en 

todos los países del mundo. Se habla menos de los 

problemas que plantea la situación en la que son 

esos organismos, los llamados a defender la institu-

cionalidad, los que la erosionan. 

En los últimos meses, la Corte Constitucional ha 

tomado decisiones que pueden afectar a esa ins-

titucionalidad, circunstancia que genera preocu-

pación, porque deteriora la posición que ésta ha 

tenido en las últimas décadas como entidad que 

encarna lo mejor de los valores establecidos en la 

Recientes actuaciones de la Corte, 
una de los cuales impacta al sector 
asegurador, han erosionado sutil-
mente su posición como guardiana 
del estado de derecho.

El sector privado debe 
velar siempre por la 
seguridad jurídica, 
incluso ante su 
principal guardiana
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Constitución de 1991: la independencia judicial, la 

supremacía de la Constitución, la confianza en la 

probidad y profesionalismo de los jueces. Tres ejem-

plos ilustran el punto.

El primero es la forma errática como se ha tramitado 

la demanda por razones de forma contra la reforma 

pensional. La ley respectiva se expidió a mediados 

de 2024, e inmediatamente se demandó porque 

muchos ciudadanos consideraron que se había tra-

mitado sin cumplir los requisitos procedimentales 

que impone la constitución. Cuando una demanda 

se refiere a aspectos formales, la Corte no tiene por 

qué tomarse más de dos años en resolverla. Una jui-

ciosa revisión de actas, un examen de las grabacio-

nes de las sesiones y de la Gaceta del Congreso, 

cosa que un par de aplicados magistrados auxiliares 

pueden realizar en una o dos tardes, es todo lo que 

se necesita para saber si una demanda por vicios 

de procedimiento tiene o no razón. Esto no signi-

fica que los asuntos de forma en el trámite de las 

leyes sean de menor importancia que los asuntos 

de fondo. Sólo significa que la labor probatoria y de 

análisis es más sencilla.  

A la Corte no se le ha pedido que elabore una nueva 

doctrina constitucional sobre la seguridad social en 

Colombia, o que diserte sobre los límites de la par-

ticipación privada en el sistema pensional, o que 

determine si los derechos pensionales son análogos 

al derecho a la propiedad privada (todas cuestiones 

complejas que quizá justificarían la demora). No. A 

la Corte, en la demanda mencionada, simplemente 

se le ha pedido que valore si en unos de los cuatro 

debates parlamentarios, la votación se hizo conforme 

a las reglas de mayorías y previa publicación. Tomarse 

dos años para definir esa sencilla cuestión, en una ley 

tan esencial como la que regula el sistema pensional 

de Colombia, es algo sorprendente. La Corte no existe 

para generar más incertidumbre social sino, por el con-

trario, para reducirla. No pedimos que la Corte se pro-

nuncie en un sentido o en otro, sino que se pronuncie. 

R Suspender decretos 
legislativos expedidos por 
el gobierno en el marco de 
un estado de excepción, 
constituye un precedente 
inconveniente desde el estado 
de derecho.   

El segundo ejemplo que permite afirmar que la 

Corte ha ido erosionando sutilmente la confianza 

ciudadana como guardián de la Constitución tiene 

que ver con la decisión de arrogarse el derecho a 

suspender provisionalmente los decretos expedidos 

en el marco de un estado de excepción, que tomó a 

principios de 2026

Desde hace un tiempo (la reforma pensional es 

un buen ejemplo de ello), la Corte ha optado por 

suspender leyes adoptadas por el Congreso, mien-

tras resuelve las demandas de manera definiti-
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va. Esta postura es muy debatible, por cuanto no 

existe norma expresa que la habilite para ello, pero 

existen argumentos relacionados con la supremacía 

de la Constitución que podrían avalar tal facultad. 

Es un debate legítimo.

En cambio, la reciente decisión de auto atribuirse 

la competencia para suspender decretos legislati-

vos expedidos por el gobierno en el marco de un 

estado de excepción, constituye un precedente in-

conveniente desde el punto de vista del estado de 

derecho.  Sucede que, en este caso, la Constitución 

prohíbe expresamente ese tipo de suspensiones. 

Finalmente, el ejemplo más reciente tiene que ver 

con la sentencia que resolvió una demanda contra 

la infundada sobretasa del 5% en impuesto de renta 

que desde 2022 se les cobra a las aseguradoras. En 

principio, y con base en el comunicado de prensa, 

parece que la Corte hizo un tradicional ejercicio de 

deferencia a la libertad de configuración amplia 

que siempre le ha reconocido al poder legislativo 

en materia tributaria, y concluyó que la sobreta-

sa no violaba el principio de equidad tributaria en 

comparación con el sector bancario, tras un test de 

igualdad de tipo leve. Hasta ahí todo está dentro de 

lo razonable, pues, aunque se pueda discrepar de 

la conclusión a la que llega la Corte, se trata de un 

asunto técnico de hermenéutica constitucional que 

es propio de la labor de un tribunal como la Corte.

¿Cuál es el problema? Que la misma cuestión sobre 

equidad tributaria, en sentencias recientes muy co-

mentadas en los medios, se resolvió en contra de 

la norma y a favor de ciertos sectores económicos. 

Piénsese en el caso del impuesto a las regalías. 

Cuando se utilizan raseros distintos en aplicación 

del mismo principio constitucional (en este caso, 

la equidad tributaria), que terminan favoreciendo 

a unos sectores y perjudicando a otros, a pesar de 

que ambos se encuentran en la misma posición de 

destinatarios de normas inequitativas, termina pro-

fundizándose la erosión de la confianza que hemos 

venido comentando.

Para el sector privado colombiano, el sentido de los 

fallos de la Corte es menos importante que su pre-

decibilidad, su razonabilidad, y el hecho de que se 

expidan en tiempo. En eso consiste la “seguridad 

jurídica”. Esperemos que pronto la Corte retome la 

senda que la había posicionado como el auténtico 

guardián de la supremacía de la Constitución. 
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